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LA PROPIEDAD DEL PETRÓLEO  
EN LA CONSTITUCIÓN MEXICANA.  

ANÁLISIS ROMANISTA

Jorge Adame Goddard

Sumario: I. Introducción. II. El dominio directo del petróleo en el subsue-
lo. III. El dominio directo sobre los mantos petrolíferos en el subsuelo subma-
rino. IV. La propiedad del petróleo extraído. V. La propiedad del petróleo en 

las asignaciones y contratos para su explotación. VI. Conclusiones

I. Introducción

Sobre la base de que el derecho es una ciencia, aprovecho los conceptos del 
derecho romano y de la tradición romanista, principalmente los de propie-
dad y contratos, para explicar a quién corresponde la propiedad del petróleo 
de acuerdo con la Constitución mexicana, modificada por la reciente (2013) 
reforma energética.

Esta forma de interpretar la Constitución mexicana está de acuerdo 
con el conocido principio de interpretación constitucional que dice que 
las palabras de significación común se entenderán conforme a su acepción 
ordinaria, y que las palabras técnicas conforme a su significado específico. 
Las palabras a las que se refiere este trabajo son las de ‘dominio directo’, 
‘propiedad’, que no están definidas en la Constitución, por lo que tienen 
que entenderse o interpretarse de conformidad con su contenido técnico.

Antes de abordar la interpretación de esos dos términos, haré una bre-
ve referencia a la evolución del régimen constitucional en esta materia, que 
ayudará a comprender mejor la reforma actual.

El párrafo sexto del texto original, sin hacer distinción entre los mi-
nerales, por una parte, y el petróleo e hidrocarburos, por la otra, decía 
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146 JORGE ADAME GODDARD

que el aprovechamiento de todos se haría mediante “concesiones”. Poste-
riormente, cuando se hace la expropiación petrolera, en 1940, el párrafo 
sexto del artículo 27 se modificó añadiéndole la afirmación de que res-
pecto del petróleo y los hidrocarburos “no se expedirán concesiones”, y que 
la ley reglamentaria definiría “la forma en que la nación llevará a cabo 
la explotación de esos productos”. La Ley Reglamentaria del Artículo 27 
Constitucional en el Ramo del Petróleo, publicada el l8 de junio de 1941 
como consecuencia de la reforma, aceptaba expresamente (artículo 14) el 
otorgamiento de concesiones para almacenamiento y distribución de petró-
leo, para “refinación y aprovechamiento de gas” y para “elaboración de gas 
artificial”; y añadía que la Nación llevaría a cabo la exploración y extrac-
ción1 por medio de “contratos con particulares y sociedades”. Se inició 
así una distinción entre la forma de hacer la exploración y explotación 
de los minerales y otras sustancias distintas del petróleo, que se hace por 
medio de concesiones, y las del petróleo y los hidrocarburos, que se hace 
por medio de contratos. Como hubo supuestos abusos por el otorgamien-
to de contratos en materia petrolera, se reformó el párrafo sexto en 1960 
para establecer que respecto del petróleo no se otorgarían concesiones ni 
contratos. 

Con la reciente reforma energética de diciembre de 2013, se modificó 
el párrafo sexto para quitar la prohibición de los contratos en materia pe-
trolera y de hidrocarburos, y se añadió un nuevo párrafo, el actual párrafo 
octavo. El régimen actual está contenido en las siguientes afirmaciones del 
artículo 27 constitucional:

El párrafo cuarto que dice: 

Corresponde a la Nación el dominio directo de todos los recursos naturales 
de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; de todos los 
minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constitu-
yan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, 
tales como… el petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos 
o gaseosos… 

(En lo sucesivo me referiré exclusivamente a “petróleo” con la intención 
de incluir todos los demás hidrocarburos.)

1		  Dice literalmente “explotación”, pero esto se debe a que esta palabra tiene los dos sen-
tidos, el de extracción y el de disposición o aprovechamiento del un bien, pero en el contexto 
de esa ley, y en atención a la reforma constitucional, no se puede entender aquí la palabras 
explotación más que en el sentido de extracción.
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147LA PROPIEDAD DEL PETRÓLEO EN LA CONSTITUCIÓN MEXICANA...

El párrafo sexto constitucional que dice que el dominio de la Nación 
sobre los minerales y el petróleo “es inalienable e imprescriptible”.

Y el nuevo párrafo octavo que textualmente dice que la “propiedad” 
de la Nación del petróleo en el “subsuelo” es “inalienable e imprescripti-
ble”. Pero añade que la exploración y extracción del petróleo podrá ha-
cerse por medio de asignaciones a empresas del Estado y contratos con 
empresas privadas.

A continuación analizaré en primer lugar que significa el dominio di-
recto del petróleo en el subsuelo, y luego a quién corresponde y cómo se 
adquiere la propiedad del petróleo una vez extraído.

II. El dominio directo  
del petróleo en el subsuelo

La Constitución mexicana utiliza dos términos. En el párrafo cuarto habla 
del “dominio directo” de la Nación sobre el petróleo, y en el nuevo párrafo 
octavo se habla de la “propiedad” del mismo. Evidentemente que con ambas 
palabras se expresa el mismo derecho sobre el petróleo, pero el que se usen 
dos palabras es algo que debe tomarse en cuenta.

La expresión original “dominio directo” corresponde a un concepto 
elaborado por la ciencia jurídica romanista en relación con el contrato de 
enfiteusis, que distinguía entre el dominio directo del propietario origina-
rio de una tierra, y el dominio útil que tenía el enfiteuta sobre esa misma 
tierra. Era una manera de indicar una concurrencia de derechos reales 
sobre una cosa. En la Constitución mexicana no puede ser ese el significa-
do de dominio directo, porque éste es inalienable, de modo que no puede 
concurrir el dominio directo de la Nación con el dominio útil que pudiera 
tener sobre el petróleo alguna otra persona. 

El uso de la expresión “dominio directo” tiene otra razón de ser. Antes 
de la Constitución de 1917, los propietarios de las tierras tenían la propie-
dad de los minerales y del petróleo que hubiera en el subsuelo, los cuales se 
consideraban, de conformidad con la tradición romanista, como frutos, que 
al separarse del subsuelo, es decir, al extraerse, se hacían de la propiedad 
del dueño de la tierra. El artículo 27 de la Constitución mexicana afirmó 
el “dominio directo” sobre los minerales y el petróleo para indicar que es 
un dominio o propiedad independiente de la propiedad del suelo donde se 
ubiquen los yacimientos. 

El objeto del dominio directo de la Nación, que la misma Constitución 
dice que es inalienable e imprescriptible es el petróleo no extraído, el que, 
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148 JORGE ADAME GODDARD

de acuerdo con la terminología del texto original en su artículo cuarto, se 
encuentre en “mantos”,2 es decir, como bien aclara el nuevo párrafo octavo, 
el petróleo “en el subsuelo”. 

Esta afirmación del dominio directo inalienable e imprescriptible sobre 
los mantos de petróleo produce una concurrencia de derechos de propiedad 
sobre cosas diferentes, pero necesariamente relacionadas. La Nación tiene 
el dominio directo sobre el petróleo en el subsuelo, mientras que el propie-
tario o propietarios de las tierras tienen el dominio sobre la tierra donde se 
ubica el petróleo. La Nación tiene la propiedad del contenido y el propieta-
rio de la tierra la propiedad sobre el continente. Se da una situación diferen-
te cuando se trata de yacimientos de petróleo en el lecho submarino, pues 
ahí no hay un propietario del suelo.3 

Esa situación es irregular porque la Nación no tiene posibilidad de ex-
traer el petróleo mientras no tenga derechos sobre el terreno donde se ubica 
el yacimiento, y el propietario de la tierra tampoco puede extraer el pe-
tróleo. La dificultad se resuelve, mediante actos jurídicos expropiatorios, 
voluntarios o imperativos, que otorgan a la Nación los derechos suficientes 
sobre los terrenos necesarios para poder extraer el petróleo. Esto hace ver 
que el dominio directo sobre el manto es algo impracticable, mientras no se 
tengan derechos sobre la tierra, y que es más conforme con la realidad de 
las cosas, la consideración del petróleo y minerales del subsuelo como frutos 
o partes de los inmuebles donde se ubican.

En la tradición romanista, la propiedad es un derecho que se da respec-
to de cosas específicas, principalmente inmuebles como casas o terrenos, o 
también respecto de cosas muebles que estén debidamente especificadas, a 
fin de que puedan ser reivindicadas. La esencia del derecho de propiedad 
es que el propietario tiene la posibilidad de reivindicar la cosa objeto de su 
propiedad de cualquier poseedor que la tenga.

La afirmación de que todos los mantos petrolíferos son de la Nación 
no puede considerarse como afirmación de un derecho de propiedad por 
varias razones. La primera es que la propiedad es un derecho que se tie-
ne sobre cosas existentes e identificadas, es decir sobre cosas específicas, y 
la afirmación de que todos los mantos petrolíferos, sin especificar cuáles, 
son de la Nación es una afirmación vacía de contenido real. No es posible 
afirmar la propiedad de una cosa que no se sabe si existe. Podría decirse 

2		  El artículo se refiere a “vetas, mantos, masas o yacimientos”, pero respecto del pe-
tróleo e hidrocarburos lo más adecuado, dada su naturaleza líquida o gaseosa, es hablar de 
“mantos”, palabra que tiene la acepción de “capa de material que se extiende sobre una 
superficie” (Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia, s.v. “manto”, acepción 13). 

3		  La situación del petróleo en el lecho submarino, se trata más adelante.
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149LA PROPIEDAD DEL PETRÓLEO EN LA CONSTITUCIÓN MEXICANA...

que se tiene la propiedad sobre los mantos petrolíferos una vez que se han 
localizado y ubicado. Pero aun la propiedad sobre los mantos petrolíferos 
identificados no puede afirmarse seriamente. Los mantos de petróleo no son 
cosas específicas que tengan una existencia independiente y que puedan ser 
reivindicadas. Son físicamente partes del suelo donde se ubican. Se pueden 
distinguir lógicamente los mantos de petróleo respecto del subsuelo donde 
se hallan, pero es solo una distinción lógica, pues los mantos son de hecho 
partes integrantes del terreno. No se puede hablar por lo tanto de un verda-
dero dominio o propiedad sobre el manto petrolífero mientras permanezca 
en el subsuelo. 

En la tradición jurídico romanista, la consideración de la propiedad de 
los minerales del subsuelo, y por analogía podría incluirse el petróleo y los 
hidrocarburos entre ellos, pues no obstante su naturaleza líquida o gaseosa 
es un material que se encuentra en el subsuelo, se hacía distinguiendo entre 
la propiedad de la tierra y la propiedad del fruto, que en este caso sería el 
petróleo. Mientras el fruto está unido a la tierra, no es una cosa distinta de la 
misma, como no lo es el fruto pendiente de un árbol o la cría en el vientre de 
una vaca, y por eso no se plantea la cuestión de quién es su propietario. Una 
vez que el fruto se separa y se individualiza como algo diferente de la tierra, 
se convierte en un objeto distinto, independiente y con existencia propia, 
que puede ser objeto de propiedad del dueño de la tierra o de otra persona. 

El petróleo puede ser objeto de propiedad hasta que se extrae. Una vez 
extraído, el petróleo extraído es un bien fungible (otro concepto romanista), 
es decir un bien que se individualiza por su género y cantidad. Ordina-
riamente el petróleo se individualiza por un género de petróleo, como la 
“mezcla mexicana” o el “brent del mar del Norte” y un número de “barri-
les”. El petróleo extraído del subsuelo mexicano y debidamente guardado 
en barriles, u otro tipo de contenedores, puede ser objeto de propiedad si 
se determina el número de barriles y se especifica de alguna manera, por 
ejemplo marcando los barriles o haciendo referencia al lugar determinado 
donde se ubican.4

La propiedad de ese petróleo que ya no está en el subsuelo no es un 
dominio “inalienable e imprescriptible”. Lo afirma implícitamente el nuevo 
párrafo octavo cuando dice que la propiedad del petróleo en el “subsuelo” 
es inalienable e imprescriptible, por lo que cabe entender que la propie-
dad del petróleo extraído es, como la propiedad de cualquier otro objeto, 

4		  El caso del gas, dada su naturaleza, es más difícil de especificar, pero podría conside-
rarse debidamente especificado el gas envasado, o también el gas medido en un determinado 
punto de salida, o almacenado y medido en un determinado depósito.
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enajenable. Si el petróleo extraído no pudiera ser vendido, tendría que ser 
consumido exclusivamente por la Nación, lo cual sería con gran merma del 
beneficio económico que el petróleo puede producir a la Nación.

Si no puede haber un verdadero de propiedad sobre el petróleo en el 
subsuelo, ¿cómo puede entenderse entonces la afirmación de que la Nación 
tiene el dominio directo o propiedad de los mantos petrolíferos? 

Para tratar esta cuestión conviene tener en cuenta la distinción romana 
entre el poder de mando o imperium, que corresponde al magistrado, y el 
dominium o propiedad que es el poder de disposición de una cosa y que co-
rresponde al ciudadano. 

El imperium es un poder amplio que ejerce el magistrado directamente so-
bre las personas, pero que se ejerce, no para beneficio personal de los gober-
nantes, sino para el bien del pueblo o bien común. Es un poder que contiene 
el derecho de propiedad, pues la propiedad, para que lo sea, tiene que estar 
protegida por el poder político, y solo con esa protección el propietario de una 
cosa puede reivindicarla de cualquiera que la tenga. La propiedad es un dere-
cho subordinado al poder político, y, por lo mismo al bien común. Por eso, el 
imperium del magistrado romano contenía la posibilidad de atribuir o adjudi-
car la propiedad a los ciudadanos, como lo hacía, entre otros actos, mediante 
el denominado in iure cessio, y también la posibilidad de extinguir la propiedad 
privada (expropiación). El magistrado no necesita tener la propiedad de una 
cosa para adjudicarla a un ciudadano, porque el imperium del que es titular le 
da esa posibilidad.

La propiedad o dominium, en cambio, es un poder legítimo (o derecho) que 
tiene el propietario limitado a la cosa objeto de propiedad, que consiste en 
la posibilidad de usarla, adquirir los frutos que produce, poseerla y disponer 
física o jurídicamente de ella, es decir enajenarla total o parcialmente, y el de 
reivindicarla, es decir de recuperarla de cualquier poseedor que la tuviera. 

La afirmación constitucional me parece que cabe entenderla como una 
afirmación de la soberanía de la Nación sobre los mantos petrolíferos, por 
la cual se reserva la regulación de la extracción y aprovechamiento del pe-
tróleo, así como de la propiedad del petróleo una vez extraído. El ‘dominio 
directo’ es la soberanía de la Nación, que evidentemente es, como dice el 
párrafo sexto del artículo 27, “inalienable e imprescriptible”. La propiedad 
que tiene la Nación sobre el petróleo extraído es la propiedad común de un 
bien consumible, que permite al propietario, en este caso a la Nación, dis-
poner físicamente del mismo, como insumo para la industria o combustible, 
o disponer jurídicamente del mismo vendiéndolo.

La soberanía de la Nación sobre los mantos petrolíferos no es un dere-
cho ilimitado. El ejercicio del poder político se hace siempre en beneficio 
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de la Nación o del “pueblo”, como dice el artículo 39 constitucional. Por lo 
tanto, la afirmación de la soberanía de la Nación sobre los mantos petrolí-
feros exige que la regulación de su aprovechamiento y explotación se haga 
en beneficio del pueblo. En eso consiste la soberanía sobre el petróleo, y no 
necesariamente en la constitución de un monopolio estatal para el aprove-
chamiento del petróleo, o en la conformación de un régimen de concesiones 
privadas o de contratos con empresas nacionales o extranjeras. La determi-
nación del medio más adecuado para explotar el petróleo para beneficio de 
la Nación depende de muchas circunstancias y es algo que puede ir cam-
biando con el tiempo, los adelantos tecnológicos, los precios y la demanda 
del petróleo, etcétera.

El párrafo cuarto del artículo 27, en su versión original, se refería al 
dominio directo sobre los mantos petrolíferos que están ubicados en el 
territorio nacional.5 En el párrafo tercero del mismo artículo se afirmaba 
la “propiedad” de la Nación sobre las aguas del mar territorial, aunque 
precisaba que la tenía “en la extensión y términos que fija el Derecho Inter-
nacional.” Posteriormente, por cambios introducidos al párrafo IV del artí-
culo 27 el mes de enero de 1960, se incluyeron otros bienes como objeto del 
dominio directo de la Nación: los recursos naturales de la plataforma con-
tinental y de los zócalos submarinos de las islas, mencionado ahora al prin-
cipio del párrafo IV, y se incluyó el párrafo décimo del artículo 27 dice que 
la Nación “ejerce en una zona económica exclusiva situada fuera del mar 
territorial y adyacente a éste, los derechos de soberanía y las jurisdicciones 
que determinen las leyes del congreso”; como la zona económica exclusiva 
se refiere a los recursos naturales que existen en el mar, y no a los que están 
en el subsuelo, no afecta lo relativo a los mantos petrolíferos.

Para concluir este análisis del significado del dominio directo de la Na-
ción sobre los mantos petrolíferos, conviene ahora explicar lo que significa 
en relación con los mantos petrolíferos ubicados en el subsuelo del mar te-
rritorial o de la plataforma continental.

III. El dominio directo sobre los mantos 
 petrolíferos en el subsuelo submarino

Para ello es necesario aclarar los conceptos de mar territorial y plataforma 
continental. Éstos han sido elaborados en tratados internacionales sobre el 

5		  No dice expresamente el artículo que se refiere a los mantos ubicados en el territorio 
nacional, pero se entiende que es así por el contexto. 
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mar. Actualmente, el tratado que los rige es La Convención de Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar (Montego Bay, Jamaica, 1982), que fue 
ratificada por México y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de 
junio de 1983.

 El mar territorial en la convención citada (artículo 3), se concibe como 
una franja del mar de una anchura máxima de doce millas marinas6 (o naú-
ticas), contada a partir de la “línea de base”, que es la línea de bajamar a lo 
largo de la costa. 

La Convención reconoce que los Estados ejercen su “soberanía” sobre 
las aguas del mar territorial, pero no que tengan su “propiedad”. La sobe-
ranía del Estado ribereño se extiende al mar territorial, al espacio aéreo 
encima del mar territorial y a su lecho y subsuelo. No obstante, la soberanía 
del Estado reconocida internacionalmente sobre el mar territorial no es una 
soberanía plena, pues tiene que ejercerse de acuerdo con lo previsto en esa 
convención y en otros tratados internacionales (artículo 2-3). 

El artículo 27 original, en su párrafo quinto, relativo al dominio sobre 
las aguas, afirma que “son propiedad de la Nación las aguas de los mares 
territoriales en la extensión y términos que fije el derecho internacional”. 
Como la convención se refiere a la “soberanía” sobre las aguas y el lecho 
submarino del mar territorial, se entiende que la Constitución, puesto que 
reconoce su supeditación en esta materia al derecho internacional, cuando 
afirma “propiedad” sobre las aguas del mar territorial significa que ejerce 
soberanía sobre ellas, y también sobre el lecho submarino, aunque no lo 
diga expresamente, porque así lo afirma la citada convención.

En conclusión, el “dominio directo” sobre los mantos petrolíferos ubica-
dos en el subsuelo del mar territorial, debe entenderse como un derecho de 
soberanía sobre ellos, regulado por el derecho internacional.

El concepto de ‘plataforma continental’ es otro desarrollo del Dere-
cho Internacional. Se inició cuando, una vez terminada la Segunda Guerra 
Mundial, el presidente Truman de los Estados Unidos de América declaró 
el 28 de septiembre de 1945 que “el Gobierno de los Estados Unidos consi-
dera los recursos naturales del subsuelo y del fondo del mar de la platafor-
ma continental por debajo del alta mar próximo a las costas de los Estados 
Unidos como perteneciendo a éstos y sometidos a su jurisdicción y control”. 
Otros Estados hicieron declaraciones semejantes, por lo que se convocó a 
una conferencia internacional, que concluyó con la Convención de Ginebra 
sobre la Plataforma Continental (1958). La adición al párrafo IV del artículo 

6		  Se ha convenido que la milla marina o náutica es de 1852 metros, por lo que la anchu-
ra del mar territorial equivale a 22.224 km.
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27, publicada el 20 de enero de 1960, por la que se incluyó la plataforma 
continental como objeto del dominio directo de la Nación, se hizo en aten-
ción a esa Convención, por lo que el texto de ésta sirve para explicar el con-
tenido de la adición constitucional. 

La plataforma continental, de acuerdo con la misma convención (ar-
tículo 76), es el lecho y el subsuelo submarino, que se extiende más allá 
del mar territorial (de las doce millas marinas) y hasta el “borde exterior del 
margen continental”, o bien (el límite mínimo) hasta las 200 millas mari-
nas7 contadas a partir del litoral en la línea de bajamar. Se entendía que la 
“plataforma continental era como una extensión del continente debajo del 
mar que concluía cuando súbitamente el mar aumentaba de profundidad, 
en el punto que se denominaba “borde continental”. Conviene notar que la 
plataforma continental no es el mar sino el lecho y el subsuelo submarino.

Actualmente, el concepto de plataforma continental es algo diferente 
como consecuencia de la nueva tecnología de exploración y explotación en 
aguas profundas y de un nuevo tratado, la Convención de las Naciones Uni-
das sobre el Derecho del Mar (1982). La plataforma continental, conforme 
a esta convención (artículo 76), comprende el subsuelo y el lecho submarino 
que se extiende más allá del mar territorial (de las doce millas marinas) y 
hasta el “borde exterior del margen continental”, o bien (el límite míni-
mo) hasta las 200 millas marinas8 contadas a partir del litoral en la línea 
de bajamar. Si un Estado considera que su plataforma continental, que 
incluye ahora también el “talud y la emersión continental” (artículo 76-3), 
se extiende más allá de las 200 millas marinas, puede proponer a los otros 
Estados otro límite pero que no puede exceder de las 350 millas marinas, 
contadas a partir del litoral, o de las 100 millas marinas contadas desde la 
línea “isóbota”, que es una línea que se traza uniendo puntos sobre el mar 
que indiquen profundidades de 2,500 metros.

En cuanto a los derechos que ejerce el Estado sobre la plataforma 
continental, la convención en vigor mantiene lo que decía la de 1958, que 
se trata de “derechos de soberanía” en relación con la “exploración y ex-
plotación de los recursos naturales” (artículo 77-1), pero que no modifican 
el régimen internacional de las aguas ni del espacio aéreo (artículo 78), 
ni dan lugar a impedir el tendido submarino de cables y tuberías (artícu-
lo 78). Por recursos naturales se consideran solo los recursos minerales, 
petróleo e hidrocarburos y otros recursos no vivos del lecho del mar y su 

7		  Las doscientas millas marinas equivalen a 370.4 km.
8		  Se ha convenido que la milla marina o náutica es de 1852 metros.
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subsuelo, y también los “organismos vivos pertenecientes a especies se-
dentarias”.

Una limitación prevista en este tratado (artículo 82), que tiene un sig-
nificado importante para entender que la soberanía sobre los recursos na-
turales es limitada, es la que señala que si la plataforma continental de un 
Estado excede las doscientas millas marinas, y hace perforaciones más allá 
de esa distancia para extraer petróleo u otros recursos, a partir del quinto 
año de explotación, debe pagar una cantidad equivalente al 1% del valor 
de lo extraído, que se aumenta cada año hasta llegar al 7%, a una entidad 
creada por el tratado, que tendrá la función de distribuir equitativamente la 
cantidades cobradas entre los Estados partes del tratado.

El dominio directo del que habla la Constitución sobre los recursos na-
turales de la plataforma continental no puede entenderse que tiene el mis-
mo contenido que el que se da sobre los bienes del subsuelo del territorio 
nacional, porque la plataforma continental y el derecho de los Estados so-
bre ella son consecuencia, no de una declaración constitucional que afecta 
y es aceptada por el pueblo mexicano, sino de los tratados internacionales 
celebrados por muchos Estados; el derecho del Estado mexicano sobre la 
plataforma continental se rige por lo que dicen los tratados. Aun cuando se 
haya modificado el artículo 42 constitucional para establecer que la plata-
forma continental es parte del territorio nacional, no es verdad que lo sea, 
ni físicamente ni jurídicamente, porque el Estado mexicano no tiene sobre 
ella una soberanía plena y, por ejemplo, no puede impedir el tendido de ca-
bles o de tubería sobre la plataforma continental, como lo podría hacer en 
el territorio nacional, ni tiene el derecho de impedir el paso de buques por 
las aguas sobre estantes a la plataforma continental, como sí lo tiene para 
impedirlo en aguas interiores o en aguas del mar territorial, y tendría que 
pagar la cantidad arriba anotada (lo que es casi una especie de impuesto) 
en caso de extraer petróleo más allá de las 200 millas náuticas. Me parece 
que el alcance que jurídicamente debe darse a la afirmación que hace el 
artículo 42-IV constitucional de que la plataforma continental es parte del 
territorio nacional es que la explotación de los recursos naturales situados 
ahí debe hacerse de conformidad con lo que prescriben la Constitución y 
las leyes de la materia.9

Por lo tanto, el dominio directo sobre la plataforma continental es sólo 
el derecho reconocido por la Convención del Mar, que es el de ejercer sobe-

9		  De hecho, la Ley Federal del Mar artículos 57 y ss. habla de la plataforma continental 
en los mismos términos que el tratado y restringe la soberanía a lo relativo a la exploración 
y explotación de los recursos naturales. 
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ranía, en lo relativo a la exploración y explotación de los recursos naturales 
del lecho o del subsuelo marino, con las condiciones y limitaciones previstas 
en los tratados.10

Conforme a lo anterior cabe reiterar que la expresión constitucional 
de “dominio directo” significa que la Nación ejerce su soberanía sobre los 
mantos petrolíferos, independientemente de los derechos de propiedad que 
se tengan sobre los terrenos donde se ubiquen, que es un derecho de sobe-
ranía limitado por el bien del pueblo y por los tratados internacionales, y 
por el cual se reserva la regulación de la extracción y aprovechamiento del 
petróleo así como la propiedad del petróleo extraído en el territorio nacio-
nal, en el subsuelo del mar territorial o en el de la plataforma continental.

IV. La propiedad del petróleo extraído

Una vez que el petróleo es extraído y guardado en algún tipo de contenedor, 
es ya una cosa especificada sobre la cual se puede plantear válidamente la 
cuestión de la propiedad. ¿Quién es el propietario de los barriles de petróleo?

Para afrontar esta cuestión es necesario tener en cuenta el régimen do-
ble que establece la Constitución y la legislación mexicana al respecto, se-
gún se trate de minerales (y otras sustancias) o de petróleo e hidrocarburos. 
Respecto de los minerales, el artículo 27 constitucional afirma que, al igual 
que el petróleo, los yacimientos de minerales son del dominio directo de 
la Nación y que este dominio es inalienable e imprescriptible, pero añade 
que su aprovechamiento se hace mediante ‘concesiones’, mientras que el 
aprovechamiento del petróleo se hace mediante ‘contratos’ y ‘asignaciones’. 

10		  El artículo 1 de la Ley de Hidrocarburos tiene una posición ambigua respecto de los 
yacimientos de petróleo ubicados en el subsuelo de la plataforma continental o de la zona 
económica exclusiva. Por una parte afirma, en su segundo párrafo, que corresponde a la 
Nación “la propiedad directa, inalienable e imprescriptible de todos los hidrocarburos que 
se encuentren en el subsuelo del territorio nacional”, pero añade que también la tiene sobre 
los que se encuentren en el subsuelo de la plataforma continental y de la zona económica 
exclusiva. Esto parece responder a la falsa afirmación, presente en el artículo 42 de la Consti-
tución mexicana, de que la plataforma continental y la zona económica exclusiva son partes 
de territorio nacional. Pero en su párrafo final, el artículo citado de la ley de hidrocarburos, 
dice que se consideran yacimientos transfronterizos los que están “fuera de la jurisdicción 
nacional” pero compartidos con otros países de acuerdo con los tratados y especialmente con 
la Convención sobre el Derecho del Mar; los yacimientos “fuera de la jurisdicción nacional” 
son los que no están bajo el subsuelo del territorio y del mar territorial, sino en el subsuelo 
de la plataforma continental, que no es parte del territorio nacional, por eso cabe decir que 
está “fuera de la jurisdicción nacional”, pero sobre la cual el Estado mexicano, de acuerdo 
con dicho tratado, tiene un derecho a su exploración y explotación. 
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Esta diferencia tiene su razón de ser en la asignación de la propiedad de lo 
extraído.

De acuerdo con la Ley Minera, los concesionarios que extraen los mi-
nerales y otras sustancias del subsuelo pueden (artículo 19-II) “disponer de 
los productos minerales que se obtengan” en los “lotes mineros” objeto de la 
concesión, es decir dicha ley les permite adquirir la propiedad de los minera-
les extraídos. Esta disposición legal no contradice la Constitución que afirma 
que el dominio directo sobre los yacimientos de minerales es inalienable, 
porque la ley se refiere a los minerales extraídos.

Este sistema es conforme con la tradición romanista, en la que se con-
templa la posibilidad de que el propietario de una tierra ceda a una terce-
ra persona el derecho de apropiarse de los frutos que ella produzca. Esta 
cesión podría ser onerosa, por ejemplo mediante un contrato de arrenda-
miento de tierras, que permite que el colono cultive la tierra y haga suyos los 
frutos, a cambio del pago de un precio o de una parte de los frutos; o podría 
ser gratuita, por ejemplo mediante la constitución de un derecho real de 
usufructo. El sistema de concesiones para la extracción y apropiación de los 
minerales es análogo al arrendamiento de tierras que da al colono el derecho 
de apropiarse de los frutos, a cambio del pago de algún precio, así como la 
concesión da al concesionario el derecho de hacer suyos los minerales extraí-
dos a cambio de algún precio y trabajos. 

Respecto de la propiedad de los minerales extraídos, en la tradición 
romanista, el tercero al que se cede el derecho de adquirir los frutos, los 
adquiere mediante el acto de ‘percepción’ y, no como el propietario, por la 
simple ‘separación’. Siguiendo esa distinción puede considerarse que los mi-
nerales extraídos por el concesionario, una vez separados del subsuelo, son 
de la Nación como consecuencia de la soberanía que ella ejerce sobre esos 
bienes, y en cuanto el concesionario los percibe, es decir los recoge y posee 
del algún modo, adquiere la propiedad sobre los mismos. Este criterio pue-
de ser útil para discernir cuando se termine una concesión quién es el pro-
pietario de los minerales; a la Nación el corresponderán los extraídos aun 
no percibidos, por ejemplo los que estén en los socavones, y al concesionario 
únicamente los ya percibidos, por ejemplo al almacenarlos o amontonarlos 
en lugares determinados. 

En cambio, respecto del petróleo no hay concesiones, y como dice el nue-
vo párrafo octavo, su aprovechamiento se hará mediante, contratos o asigna-
ciones, de modo que se requiere un análisis particular del régimen de extrac-
ción del petróleo para determinar quién adquiere la propiedad de lo extraído. 

El dominio directo de la Nación sobre los mantos petrolíferos, como ya 
se anotó arriba, es un derecho de soberanía, por el que la Nación se reserva 
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la regulación de la industria petrolera y la propiedad del petróleo extraído. 
Pero el petróleo extraído y envasado (especificado) es un bien diferente del 
petróleo en el subsuelo, y, por lo tanto, es objeto de un derecho de propie-
dad diferente del dominio directo que tiene la Nación sobre los mantos 
petrolíferos. El dominio directo, como ya se indicó arriba, es un derecho de 
soberanía que es necesariamente inalienable; en cambio, la propiedad que 
tiene la Nación sobre el petróleo extraído es una propiedad común, sobre 
un bien consumible, que la Nación puede libremente consumir, física o jurí-
dicamente, es decir aprovecharlo como combustible o insumo de productos 
industriales o bien enajenarlo. 

La diferencia entre el dominio directo sobre el petróleo en el subsuelo 
y la propiedad sobre el petróleo extraído es análoga a la diferencia entre la 
propiedad que tiene el dueño sobre una cosa productora, por ejemplo, una 
vaca preñada, de la propiedad que tiene sobre el fruto, sobre la cría. Son dos 
derechos de propiedad diferentes porque se trata de dos cosas diferentes, que 
en un tiempo estuvieron unidas, pero que se distinguen al separarse. Y así 
como el propietario de la vaca adquiere la propiedad de la cría al momento 
de separarse, adquiere la propiedad por la separación, la Nación mexicana 
adquiere la propiedad del petróleo que se ha separado del manto petrolífero. 

Una vez separado el petróleo del subsuelo, la Nación puede enajenarlo 
por los medios ordinarios y ser adquirido por las empresas que hicieron los 
trabajos de extracción, en virtud de asignaciones o contratos, o por otros 
adquirentes. En adelante, se considerará, qué derecho tienen las empresas 
asignatarias o contratistas sobre el petróleo extraído. 

V. La propiedad del petróleo  
en las asignaciones y contratos 

 para su explotación

El régimen constitucional de dominio sobre los hidrocarburos contempla 
dos medios para hacer la explotación de los yacimientos, que ordinaria-
mente va unida a la exploración. Uno es el dar asignaciones a empresas 
productivas del Estado y el otro, convenir contratos con empresas o perso-
nas privadas. Estas dos posibilidades se pueden combinar, pues una empresa 
del Estado que recibe una asignación puede hacer contratos con empresas 
particulares, o inclusive cambiar el régimen (‘migrar’) de asignación por uno 
de contratos.

El contenido de los actos jurídicos denominados asignaciones y contra-
tos se esclarece a la luz de la tradición jurídica romanista. En ésta, se dis-
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tingue entre el decretum del magistrado, como acto potestativo por el que el 
pretor adjudica la propiedad o un derecho real a una persona (como en la 
adiudicatio) u ordena hacer o no hacer algo (como en un interdictum), y el con-
trato que es un convenio libremente realizado por el cual dos o más partes 
se obligan recíprocamente. La diferencia principal es que el decreto es un 
acto imperativo y el contrato un acto libremente contraído. 

No obstante la diferencia, es posible que el magistrado, como repre-
sentante del pueblo romano, celebre contratos respecto del uso o aprove-
chamiento de bienes públicos, por ejemplo un contrato de arrendamiento 
(locatio conductio rei) para ceder a un colono el uso y disfrute de una tierra 
pública. El contrato que conviene el magistrado con un particular no tiene 
una naturaleza jurídica diferente del contrato que hacen dos personas pri-
vadas; podrá haber cláusulas y pactos diferentes o específicos porque se tra-
ta de la renta de un bien público, y tendrá el magistrado que cumplir ciertas 
formalidades y requisitos para convenir el contrato, pero se trata siempre 
de un contrato de arrendamiento de cosa una locatio conductio rei; puede ser 
que el magistrado imponga a la otra parte ciertos pactos y contenido del 
contrato, y a ese contenido que impone se le llama ‘ley del arrendamiento’, 
lex locationis, pero eso no cambia la naturaleza del acto convencional, pues la 
persona privada no está obligada a convenir el contrato, sigue siendo libre 
de contraerlo o no, aunque no pueda modificar ni negociar determinados 
contenidos. Algo semejante ocurre cuando en un contrato entre dos per-
sonas privadas, una impone a la otra cierto contenido, que es considerado 
como algo inmodificable, una ley privada, lex privata, pero el acto de contra-
tar sigue siendo voluntario. 

Teniendo esa doctrina romanista en mente, se analizarán ahora el régi-
men en materia petrolera de las asignaciones, que parecen actos imperati-
vos, y de los contratos, que son actos convencionales.

1. Asignaciones a empresas productivas del Estado

La Constitución habla de asignaciones a favor de “empresas producti-
vas del Estado”. Sobre estas empresas, el cuarto párrafo, reformado como 
parte de la reforma energética constitucional, señala que el Estado manten-
drá siempre “la propiedad y el control sobre ellas”, y que la ley respectiva 
definirá preceptos sobre la administración, organización y funcionamiento 
de esas empresas, especialmente sobre sus procedimientos de contratación. 
La empresa productiva del Estado especializada en el aprovechamiento del 
petróleo e hidrocarburos es Petróleos Mexicanos, pero se pueden otorgar 
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asignaciones, excepcionalmente, a otras empresas productivas del Estado, 
como podría ser la Comisión Federal de Electricidad.11 Las asignaciones 
las otorga el Ejecutivo Federal por medio de la Secretaría de Energía y 
con la aprobación de la Comisión Nacional de Hidrocarburos. Se otorgan 
para la exploración o explotación de hidrocarburos. Cada asignación se da 
respecto de un “área de asignación”, que es una superficie determinada y 
con una cierta profundidad que define la Secretaría de Energía, en la cual 
se harán las obras de exploración y extracción. 

El asignatario podrá hacer los trabajos por sí mismo, pero también pue-
de contratar con particulares para que ellos hagan ciertos trabajos, siempre 
que el pago al que el asignatario se obligue sea “en efectivo”, es decir un 
pago de cantidad de dinero, y no el pago de una cantidad de petróleo o al-
gún otro bien.12 

El asignatario debe pagar, como contraprestación de la asignación, cier-
ta cantidad de dinero al Fondo Mexicano del Petróleo. Los pagos que debe 
hacer se regulan en la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, la cual esta-
blece que el asignatario debe pagar anualmente, por concepto de “derecho 
por la utilidad compartida” una cantidad que equivale al 65% de dicha uti-
lidad. Se entiende que se trata de la utilidad que percibe al asignatario por 
la venta de los hidrocarburos extraídos. La utilidad se calcula sobre la base 
del valor de los hidrocarburos extraídos menos las deducciones previstas en 
la ley.13 La ley establece también cómo se determina el valor del petróleo y 
demás hidrocarburos,14 atendiendo principalmente al precio promedio de 
exportación por barril de petróleo, o al precio promedio de venta del gas 
natural o del barril de ‘condensados’. El asignatario debe además pagar un 

11		  La Constitución señala simplemente que pueden darse asignaciones a otras empresas 
productivas del Estado; en cambio el artículo 6 de la Ley de Hidrocarburos dice que solo “ex-
cepcionalmente” se darán a otras empresas productivas del Estado, y el artículo 46 de la Ley 
de Ingresos sobre Hidrocarburos dice que las asignaciones se darán a “empresas productivas 
del Estado cuyo objeto sea exclusivamente la exploración y extracción de hidrocarburos, y 
que no tributen en el régimen fiscal opcional para grupos de sociedades”. Se ve que en la 
práctica será difícil, aunque no sea inconstitucional, otorgar asignación a una empresa del 
Estado que no sea Pemex o sus empresas subsidiarias. Conforme a la Ley de Petróleos Mexi-
canos, artículo 59, las actividades de exploración y extracción las realiza Pemex por medio 
de sus “empresas productivas subsidiarias”, que son empresas productivas del Estado y que, 
por lo tanto, pueden recibir asignaciones y celebrar contratos. 

12		  Artículo 9 de la Ley de Hidrocarburos.
13		  Artículos 39 y ss. de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos.
14		  Artículo 48.
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derecho por extracción de hidrocarburos o un derecho por exploración de 
hidrocarburos.15

La asignación parece un acto imperativo, por el cual el Ejecutivo Fede-
ral ordena (‘asigna’) a una empresa pública que realice determinados tra-
bajos de exploración y extracción de petróleo. Pero en realidad es un acto 
convencional, porque la empresa productiva del Estado, de acuerdo con la 
Ley de Hidrocarburos, puede ceder o renunciar la asignación,16 y además 
porque, de acuerdo con la misma ley, la empresa asignataria tiene la posi-
bilidad de “migrar” al régimen de contratos si, para hacer los trabajos de 
exploración y extracción de petróleo, se alía con una empresa privada.17 
La empresa productiva del Estado que recibió la asignación pasa a ser con-
tratista en cuanto se alíe con una empresa privada. Parece entonces que la 
diferencia entre asignación y contrato, no es la diferencia entre un acto im-
perativo y otro convencional, sino la diferencia en cuanto el modo de con-
tratar con una empresa pública (por decisión unilateral) o con una empresa 
privada (por medio de un concurso o licitación pública).

Además, la asignación crea entre el Ejecutivo Federal y la empresa pú-
blica una relación semejante a la de un contrato, pues, como sucede en 
todos los contratos, ambas partes quedan recíprocamente obligadas: el Eje-
cutivo Federal está obligado a ceder el uso y aprovechamiento del área asig-
nada, lo que puede implicar hacer actos expropiatorios a favor de la asigna-
taria, y tiene derecho al 65% de las utilidades; la empresa pública adquiere 
la obligación de realizar los trabajos de exploración y extracción, vender el 
petróleo, y tiene derecho a retener el 35% de las utilidades. La relación es 
equivalente a la de un contrato de arrendamiento de una tierra (locatio con-
ductio rei), en la que el arrendador recibe, a cambio de ceder el uso y disfrute, 
una porción de las utilidades por la venta de los frutos percibidos.

El asignatario una vez que extrae el petróleo y lo separa del manto hace 
que el petróleo sea de la propiedad común de la Nación (por separación), y 
ya no un bien objeto del dominio directo. Pero el asignatario está facultado, 
y además obligado, a vender el petróleo que extrajo y pagar a la Nación 
el 65% de la utilidad obtenida, como lo dispone la Ley de Ingresos sobre 
Hidrocarburos (artículo 39). Esto indica que el asignatario está autorizado 
para adquirir la propiedad del petróleo que extrajo y venderlo a nombre 
propio. El asignatario adquiere la propiedad del petróleo en cuanto lo en-

15		  Artículos 44 y 45 de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos.
16		  Artículo 8 de la Ley de Hidrocarburos. La Ley no menciona causas que justifiquen la 

renuncia, por lo que parece que es libre, aunque señala, mismo artículo, que debe ser apro-
bada por la Secretaría de Energía

17		  Artículos 12 y 13 de la Ley de Hidrocarburos.
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vasa o almacena, es decir la adquiere por percepción. Su posición jurídica 
respecto de los hidrocarburos extraídos es igual a la que tiene el concesio-
nario respecto de los minerales extraídos del subsuelo, que los hace suyos 
por percepción.

2. Contratos18

El párrafo octavo del artículo 27 constitucional, que contempla la posi-
bilidad de que la Nación ejerza su dominio sobre el petróleo y los hidrocar-
buros, conviniendo contratos con particulares o con empresas productivas 
del Estado, no señala condiciones ni contenido de esos contratos, a diferen-
cia de lo que hace respecto de las concesiones mineras a las que fija algunas 
condiciones en su párrafo sexto; respecto de los contratos para exploración 
y extracción de petróleo la Constitución deja que la ley reglamentaria los 
regule completamente.

La Ley de Hidrocarburos19 tiene un capítulo (capítulo segundo) sobre 
los contratos de exploración y explotación, donde los trata de manera ge-
neral, sin precisar las características propias de cada tipo, y se ocupa prin-
cipalmente de regular los procedimientos de contratación y el contenido 
general de todos ellos. Ofrece, en el artículo 4, una definición general del 
“contrato para la exploración y extracción” en estos términos: “Acto jurí-
dico que suscribe el Estado Mexicano, a través de la Comisión Nacional 
de Hidrocarburos, por el que se conviene la Exploración y Extracción de 
hidrocarburos en un Área Contractual y por una duración específica”. Es 
interesante observar que la ley afirma que el contrato lo conviene el Estado 
Mexicano, siendo que la Nación es quien tiene el dominio sobre el petró-
leo y los hidrocarburos, por lo que sería más conforme con la Constitución 
decir que el contrato lo conviene la Nación por medio de la Comisión ci-
tada, que es un organismo público, con autonomía, personalidad jurídica 
propia, que se coordina con la Secretaría de Energía.20

18		  Debe tenerse en cuenta la diferencia entre los contratos que pueden convenir los 
asignatarios con particulares para que éstos rindan determinadas servicios para apoyar los 
trabajos de exploración o extracción que hacen los asignatarios (artículo 9 de la Ley de hi-
drocarburos), de estos otros contratos por los que La Comisión Nacional de Hidrocarburos 
conviene contratos cuyo objeto es directamente la exploración explotación de hidrocarburos 
(artículos 11 y ss de la misma ley).

19		  Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de agosto de 2014, es decir con un 
retraso de más de cien días respecto de lo previsto en el artículo transitorio).

20		  Los regula principalmente la Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Mate-
ria Energética, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de agosto de 2014.
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Los contratos, al igual que las asignaciones, se otorgan respecto de un 
área determinada (el ‘área contractual’) con una profundidad también de-
terminada por la Secretaría de Energía. Se otorgan por medio de una li-
citación pública convocada por la Comisión Nacional de Hidrocarburos 
(artículo 23). En un caso especial se permite la adjudicación directa del 
contrato, sin licitación pública, que es el caso de un concesionario para 
extracción de carbón mineral al que se le puede dar un contrato para la 
exploración y extracción de gas natural en la veta de carbón mineral objeto 
de la concesión. 

La ley define el contenido mínimo que deben tener estos contratos (ar-
tículo 19), pero el contenido concreto de cada uno lo determina principal-
mente la Secretaría de Energía (artículos 16-18). A veces se podrá imponer, 
entre los requisitos para contratar, la participación de Pemex o de alguna 
otra entidad pública.

La Ley de Hidrocarburos no indica los diversos tipos de contratos que 
se pueden convenir en esta materia. Los tipos de contratos de exploración y 
extracción que el Estado puede contratar se previeron en el artículo cuarto 
transitorio del decreto de reforma del artículo 27 constitucional.21 Ahí se 
habla de cuatro tipos de contratos, que se regulan en la La Ley de Ingresos 
sobre Hidrocarburos (publicada el mismo día que la Ley de Hidrocarburos); 
esta ley, que en principio se refiere (artículo 1) a los ingresos que el Estado 
recibirá como consecuencia de la exploración y extracción de hidrocarbu-
ros por medio de asignaciones o contratos, vino a ocuparse, en un capítulo 
específico (capítulo 1 del título segundo) denominado “de las contrapresta-
ciones en los contratos”, de explicar esos cuatro diferentes tipos de contratos 
y las “contraprestaciones”22 que generan a favor del Estado y a favor del 
contratista. Los expone en este orden: i) contratos de licencia, ii) contratos 
de utilidad compartida, iii) contratos de producción compartida y iv) con-
tratos de servicios.

i) En el contrato de ‘licencia’ (artículos 6 y ss.), el contratista debe pagar 
cantidades de dinero al Estado por concepto de “bono”, al momento de fir-
mar el contrato, de “cuota”, mientras está en la fase exploratoria, y de “rega-
lías” por cada período de extracción de petróleo previsto en el contrato, cuyo 
monto se calcula conforme a un método previsto en el artículo 24, y otro pago 
que se calcula aplicando una taza al valor contractual de los hidrocarburos ex-
traídos. A cambio, el Estado debe hacer a favor del contratista “la transmisión 

21		  Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013.
22		  Sería más clara hablar de las obligaciones recíprocas que de las “contraprestaciones”.
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onerosa de los hidrocarburos una vez extraídos del subsuelo”, siempre que 
se encuentre al corriente en el pago de sus obligaciones. Lo que significa “la 
transmisión onerosa de los hidrocarburos” es que la Nación, que adquiere la 
propiedad del petróleo extraído, la cede al contratista a cambio de los pagos 
convenidos (por eso dice “transmisión onerosa”).

Este contrato es en el fondo una compraventa, en que el comprador 
tiene la obligación de extraer el petróleo que compra, pagar el precio en 
parcialidades, y el vendedor se obliga a transmitir la propiedad del petró-
leo extraído, si el comprador ha cumplido debidamente con los pagos.23 
Aplicando las categorías del derecho civil mexicano habría que decir que el 
contrato de licencia es una compraventa con reserva de dominio, porque la 
propiedad del bien vendido, el petróleo, no se adquiere por efecto del mero 
consentimiento, como es la regla general, sino hasta que se haya pagado to-
talmente el precio. De acuerdo con la tradición romanista, que contempla 
la compraventa como un contrato meramente obligacional, es un contrato 
ordinario de compraventa, en el que el contratista adquiere la propiedad 
del petróleo como consecuencia de la entrega (traditio) por causa de compra.

 En este contrato, el contratista que extrae el hidrocarburo, a diferencia 
del asignatario, no adquiere por este hecho su propiedad, pues no está au-
torizado a ello; de modo que se entiende que el hidrocarburo extraído sigue 
siendo de la Nación, representada por la Comisión Nacional de Hidrocar-
buros, la cual tiene la obligación de hacer la transmisión de la propiedad al 
contratista si ha pagado y cumplido debidamente sus obligaciones contrac-
tuales. Esta “transmisión onerosa” de la propiedad del hidrocarburo extraí-
do, se produce por el acto de dejar que el contratista disponga del petróleo, 
lo cual equivale a una traditio o entrega por causa de compra.

ii) En el contrato de ‘utilidad compartida’ (artículo 11), el contratista 
debe pagar al Estado mexicano una cantidad de dinero como cuota durante 
la fase exploratoria, otra en concepto de regalías, y otra más que representa 
un determinado porcentaje de la utilidad operativa,24 que se obtenga por 
el hidrocarburo extraído; el contratista debe hacer la obra de exploración 
y extracción y entregar todo lo extraído a un comercializador, que se en-
cargará de venderlo y de entregar el precio recibido al Fondo Mexicano del 
Petróleo. El contratista recibe un pago en dinero, equivalente a los costos 

23		  No es tan inusual una compraventa en la que la obligación del vendedor se limita a 
dejar que el comprador tome por sí mismo lo que va a comprar; esto sucede en las ventas 
que se hacen en supermercados, en que el comprador toma las cosas que quiere comprar, o 
en el compra de una cosecha, en que el comprador asdume la tarea de cosechar.

24		  Es la utilidad que resulta de restar al valor contractual de los hidrocarburos los costos 
previstos en la ley (artículo 3-XX).
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de la exploración y extracción más el porcentaje que le corresponda de la 
utilidad operativa que produjo el petróleo extraído y vendido. Este contrato 
es un contrato de sociedad sin personalidad jurídica, o, según nuestra legis-
lación, de asociación en participación25, entre el Estado, que aporta el área 
contractual más el petróleo extraído, y el contratista, que aporta su trabajo 
de exploración y extracción, y ambos se reparten la utilidad obtenida por la 
venta del petróleo extraído. El contrato se liga con otro por el que el Estado 
mexicano, por medio de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, contrata 
a una empresa pública (puede ser Pemex) o privada para que realice la co-
mercialización26 del petróleo extraído a cambio de un precio por ese traba-
jo.27 La Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos (artículo 3-III) entiende que el 
comercializador presta a la Nación el servicio de comerciar el hidrocarburo.

En estos contratos, el contratista que extrae los hidrocarburos hace que 
sean de la propiedad de la Nación por separación, pero él no los adquiere 
posteriormente, puesto que está obligado a entregarlos al comercializador, 
quien los vende “por cuenta y orden del Estado”.28 Tampoco adquiere la 
propiedad el comercializador, porque a él se le entregan los hidrocarburos, 
no para que los haga suyos (es decir no tiene causa para adquirir), sino para 
que preste el servicio de comercializarlos. Quien los compra, adquiere la 
propiedad al serle entregados porque tiene causa suficiente para adquirir 
la propiedad, que es la compra. El contratista es simplemente un asociado 
que, a cambio de su trabajo e inversión, tiene derecho a un porcentaje de la 
utilidad de la venta de los hidrocarburos, que nunca adquiere la propiedad 
del petróleo extraído, que sigue siendo de la Nación hasta que alguien lo 
compra. 

iii) En el contrato de ‘producción compartida’ (artículo 12) el contratista 
se obliga a la extracción del petróleo y a entregar lo extraído, a cambio de 
que el Estado mexicano le ceda un porcentaje de lo extraído. Es también un 
contrato de sociedad sin personalidad jurídica, o asociación en participa-
ción, en la que el Estado aporta el área contractual, el contratista su trabajo, 
y comparten lo extraído (la utilidad común) en determinadas proporciones. 

La propiedad del petróleo extraído por el contratista es de la Nación. 
El contratista adquiere la propiedad de la porción que le corresponde de lo 
extraído, cuando el Estado le entrega la parte de petróleo que le correspon-
de, de acuerdo con lo previsto en el contrato; esta entrega es una obligación 

25		  Artículos 252 a 259 de la Ley de Sociedades Mercantiles.
26		  Véase definición de comercializador en el artículo 3-III.
27		  Véase artículo 28 de la Ley de Hidrocarburos.
28		  Así lo expresa el artículo 13º transitorio de la Ley de Hidrocarburos.
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contractual asumida por el Estado, por lo que cabe afirmar que el contratis-
ta adquiere la propiedad por traditio o entrega por causa de pago.

iv) Y el contrato de ‘servicios’, que es el más sencillo. El contratista se 
obliga a la obra de exploración y extracción de petróleo en una determi-
nada área a cambio del pago de una cantidad de dinero. Se trata de un 
contrato de arrendamiento de obra, que no genera al contratista ninguna 
expectativa de adquirir el petróleo. Lo extraído es de la propiedad común 
de la Nación.

VI. Conclusiones

En primer lugar, este análisis muestra cómo los conceptos de la tradición ro-
manista son perfectamente actuales, pues se fundan en la realidad de las cosas 
y no en la voluntad del legislador, y sirven para analizar y proponer solucio-
nes a los problemas jurídicos actuales. Es una primera conclusión de carácter 
metodológico, que sirve para promover futuros análisis de problemas actuales 
desde la perspectiva romanista.

En cuanto a los resultados del análisis, cabe destacar las siguientes con-
clusiones:

El dominio directo de la Nación sobre los mantos petrolíferos en el sub-
suelo del territorio mexicano es un derecho de soberanía que le permite 
regular su extracción y aprovechamiento y por el cual se reserva la propie-
dad común del petróleo extraído. El dominio directo, como derecho de so-
beranía, es evidentemente inalienable e imprescriptible. Como la soberanía 
está ordenada al bien del pueblo, el dominio directo sobre el petróleo ha de 
ejercerse del modo que resulte más benéfico para la Nación.

El dominio directo de la Nación sobre los mantos petrolíferos ubicados 
en el subsuelo del mar territorial o de la plataforma continental es igual-
mente un derecho de soberanía pero limitado, además de por el bien común 
de la Nación mexicana, por las disposiciones de los tratados internacionales.

El petróleo una vez extraído deja de ser objeto del dominio directo de 
la Nación y se convierte en objeto de propiedad de la Nación, por su sola 
separación del manto. La propiedad que tiene la Nación sobre el petróleo 
extraído es la propiedad común que puede tener cualquier propietario so-
bre bienes consumibles, por lo que puede libremente disponer de ellos física 
o jurídicamente. 

La Nación extrae el petróleo por medio de asignaciones y contratos, que 
son actos jurídicos por los que los asignatarios y los contratistas, en dos tipos 
de contrato, adquieren la propiedad de todo o parte del petróleo extraído.
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Cuando el petróleo se extrae por medio de asignaciones, el petróleo ex-
traído es, en un primer momento, propiedad de la Nación, quien lo adquie-
re por la separación. Pero la asignación autoriza a los asignatarios a hacer 
suyo todo el petróleo extraído por percepción, es decir por el hecho de en-
vasarlo a almacenarlo; su posición jurídica es igual a la de los concesionarios 
para la extracción de minerales.

Los contratistas de un contrato de licencia, al extraer el petróleo por 
cuenta de la Nación, hacen que ella adquiera, por separación, la propiedad 
de lo extraído. Pero el contrato los autoriza a adquirir todo el petróleo que 
extraigan, cuando hayan cumplido todos los pagos que les corresponden, y 
como consecuencia de una entrega o tradito que les hace la Comisión Nacio-
nal de Hidrocarburos por causa de compra (o “transmisión onerosa”).	  	
 En el contrato de utilidad compartida, el petróleo extraído es igualmente 
de la propiedad de la Nación por el hecho de su separación. El contratista 
no adquiere la propiedad del petróleo, pues está obligado a entregarlo a un 
comercializador para que lo venda a nombre del Estado. Quien compra el 
petróleo lo hace suyo por la entrega con causa de compra.

El petróleo extraído conforme a un contrato de producción compartida 
se hace, como en todos los casos, de la propiedad de la Nación por la separa-
ción, y posteriormente el contratista adquiere la propiedad de la parte que 
le corresponde como consecuencia de la entrega que se le hace por causa 
de pago.

Como conclusión general cabe afirmar que el dominio directo de la Na-
ción significa que la soberanía de la Nación sobre el petróleo debe ejercerse 
siempre en la forma que resulte más adecuada para el bien del pueblo, que 
no es necesariamente el régimen de monopolio estatal, o el de asignaciones 
y contratos. La cuestión de cuál es el medio más adecuado depende de las 
circunstancias y no puede resolverse de manera única y definitiva.

Y para terminar una observación sobre el régimen de que la Nación 
se reserva la propiedad de los hidrocarburos extraídos. Se dice que este 
régimen es más favorable a la Nación porque le asegura la propiedad de los 
mantos en el subsuelo y del petróleo recién extraído. En el derecho anterior 
a la Constitución de 1917, y de acuerdo con la tradición romanista, el 
petróleo, al igual que los minerales, eran considerados frutos de los terrenos 
donde se ubicaban. Esto permitía que los propietarios de tierras adquirieran 
y dispusieran del petróleo que extraían de sus propios campos. Cuando en 
1917 se establece el dominio directo de la Nación, se priva a los propietarios 
de los terrenos de su derecho a extraer los frutos del subsuelo, y se permite 
que la Nación concentre la propiedad de todos los hidrocarburos, lo cual 
facilita que la explotación de los mismos se haga por las grandes empresas 
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públicas o privadas a las que se otorgan asignaciones o contratos sobre áreas 
muy extensas, sin que los propietarios de los terrenos reciban beneficio al-
guno por la extracción de hidrocarburos y sufran además el riesgo de ver 
sus propiedades afectadas, por las expropiaciones de que pueden ser objeto 
para que las empresas públicas o privadas hagan los trabajos de exploración 
y extracción del petróleo. Es un régimen que favorece la explotación del 
petróleo por grandes empresas públicas o privadas, e impide la distribución 
de la riqueza petrolera entre los mexicanos. ¿Qué es mejor para la Nación 
el régimen de concentración de la propiedad petrolera en la Nación y su 
explotación por grandes empresas, o un régimen alterno de diseminación 
de la propiedad petrolera y de su explotación por pequeñas y medianas em-
presas, que paguen un impuesto alto? La cuestión no es sencilla y habrá que 
atenerse a las circunstancias, pero lo que quiero mostrar es que la idea de 
que el petróleo es de la Nación no es necesariamente la mejor para el bien 
de México.
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